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CAPÍTULO I:
ARRESTO Y CONDUCENCIA

Art. 223.- Citación. En los casos en que es necesaria la presencia del imputado 
para realizar un acto, el ministerio público o el juez, según corresponde, lo cita 
a comparecer, con indicación precisa del hecho atribuido y del objeto del acto.

Art. 224.- Arresto. La policía debe proceder al arresto de una persona cuando 
una orden judicial así lo ordene. La policía no necesita orden judicial cuando el 
imputado:
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1) Es sorprendido en el momento de cometer el hecho punible o inmediata-
mente después, o mientras es perseguido, o cuando tiene objetos o presenta 
rastros que hacen presumir razonablemente que acaba de participar en una 
infracción;

2) Se ha evadido de un establecimiento penal o centro de detención;

3) Tiene en su poder objetos, armas, instrumentos, evidencias o papeles que 
hacen presumir razonablemente que es autor o cómplice de una infracción y 
que puede ocultarse, fugarse o ausentarse del lugar.

En el caso del numeral 1 de este artículo, si la búsqueda o persecución ha sido 
interrumpida, se requiere orden judicial. 

En ningún caso se puede practicar el arresto cuando se trate de infracciones     
de acción privada o de aquellas en las que no está prevista pena privativa de 
libertad.

Si se trata de una infracción que requiere la instancia privada, es informado in-
mediatamente quien pueda presentarla y, si éste no presenta la denuncia en el 
término de veinticuatro horas, el arrestado es puesto en libertad.

La autoridad policial que practique el arresto de una persona debe ponerla, sin 
demora innecesaria, a la orden del ministerio público, para que éste, si lo estima 
pertinente, disponga directamente su puesta en libertad o solicite al juez una 
medida de coerción. La solicitud del ministerio público debe formularse luego de 
realizar las diligencias indispensables y, en todo caso, dentro de las veinticuatro 
horas contadas a partir del arresto.

En el caso del numeral 1 de este artículo, cualquier persona puede practicar el 
arresto, con la obligación de entregar inmediatamente a la persona a la autoridad 
más cercana.

En todos los casos el ministerio público debe examinar las condiciones en que se 
realiza el arresto. Si el arresto no resulta conforme con las disposiciones de la ley, 
dispone la libertad inmediata de la persona y en su caso vela por la aplicación de 
las sanciones disciplinarias que correspondan.

Art. 225.- Orden de arresto. El juez, a solicitud del ministerio público, puede 
ordenar el arresto de una persona cuando:
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1) Es necesaria su presencia y existen elementos suficientes para sostener,      
razonablemente, que es autor o cómplice de una infracción, que puede        
ocultarse, fugarse o ausentarse del lugar;

2) Después de ser citada a comparecer no lo hace y es necesaria su presencia 
durante la investigación o conocimiento de una infracción.

El arresto no puede prolongarse más allá del agotamiento de la diligencia o          
actuación que lo motiva. Si el ministerio público estima que la persona debe      
quedar sujeta a otra medida de coerción, así lo solicita al juez en un plazo máximo 
de veinticuatro horas, quien resuelve en una audiencia. En caso contrario, dis-
pone su libertad inmediata.

CAPÍTULO II:
OTRAS MEDIDAS

Art. 226.- Medidas. A solicitud del ministerio público o del querellante, y en la 
forma, bajo las condiciones y por el tiempo que se explica en este código, el juez 
puede imponer al imputado, después de escuchar sus razones, las siguientes 
medidas de coerción:

1) La presentación de una garantía económica suficiente;

2) La prohibición de salir sin autorización del país, de la localidad en la cual    
reside o del ámbito territorial que fije el juez;

3) La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o                    
institución determinada, que informa regularmente al juez;

4) La obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad 
que él designe;

5) La colocación de localizadores electrónicos, sin que pueda mediar violencia 
o lesión a la dignidad o integridad física del imputado;

6) El arresto domiciliario, en su propio domicilio o en custodia de otra persona, 
sin vigilancia alguna o con la que el juez disponga;

7) La prisión preventiva.
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En las infracciones de acción privada no se puede ordenar la prisión preventiva ni 
el arresto domiciliario ni la colocación de localizadores electrónicos.

En cualquier caso, el juez puede prescindir de toda medida de coerción,                   
cuando la promesa del imputado de someterse al procedimiento sea suficiente 
para descartar el peligro de fuga.

Art. 227.- Procedencia. Procede aplicar medidas de coerción, cuando con-    
curran todas las circunstancias siguientes:

1) Existen elementos de prueba suficientes para sostener, razonablemente, que 
el imputado es, con probabilidad, autor o cómplice de una infracción;

2) Existe peligro de fuga basado en una presunción razonable, por apreciación 
de las circunstancias del caso particular, acerca de que el imputado podría no 
someterse al procedimiento;

3) La infracción que se le atribuya esté reprimida con pena privativa de                    
libertad.

Art. 228.- Imposición. A solicitud del ministerio público o del querellante, el juez 
puede imponer una sola de las medidas de coerción previstas en este código 
o combinar varias de ellas, según resulte adecuado al caso, y expedir las co-
municaciones necesarias para garantizar su cumplimiento. Cuando se ordene la 
prisión preventiva, no puede combinarse con otras medidas de coerción.

En ningún caso el juez está autorizado a aplicar estas medidas desnaturalizando 
su finalidad ni a imponer otras más graves que las solicitadas o cuyo cumpli-
miento resulta imposible.

Art. 229.- Peligro de fuga. Para decidir acerca del peligro de fuga el juez toma en 
cuenta, especialmente, las siguientes circunstancias:

1) Arraigo en el país, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento 
de la familia, de sus negocios o trabajo y las facilidades para abandonar el 
país o permanecer oculto. La falsedad o falta de información sobre el domi-
cilio del imputado constituye presunción de fuga;

2) La pena imponible al imputado en caso de condena;
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3) La importancia del daño que debe ser resarcido y la actitud que volunta-
riamente adopta el imputado ante el mismo;

4) El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro anterior, 
en la medida que indique su voluntad de someterse o no a la persecución 
penal.

Art. 230.- Prueba. Las partes pueden proponer prueba con el fin de sustentar la 
imposición, revisión, sustitución, modificación o cese de una medida de coerción.

Dicha prueba se individualiza en un registro especial cuando no está permitida su 
incorporación al debate.

El juez valora estos elementos de prueba conforme a las reglas generales esta-
blecidas en este código, exclusivamente para fundar la decisión sobre la medida 
de coerción.

En todos los casos el juez debe, antes de pronunciarse, convocar a una audiencia 
para oír a las partes o para recibir directamente la prueba. De dicha audiencia se 
levanta un acta.

Art. 231.- Resolución. La resolución que impone una medida de coerción debe 
contener:

1) Los datos personales del imputado o los que sirvan para identificarlo;

2) La enunciación del hecho que se le atribuye y su calificación jurídica;

3) La indicación de la medida y las razones por las cuales el juez estima que los 
presupuestos que la motivan concurren en el caso;

4) La fecha en que vence el plazo máximo de vigencia de la medida.

Art. 232.- Acta. Previo a la ejecución de las medidas de coerción, cuando           
corresponda, se levanta un acta en la que conste:

1) La notificación al imputado;

2) La identificación y el domicilio de la institución o de los particulares que in-
tervengan en la ejecución de la medida y la aceptación de la función u obli-
gación que les ha sido asignada;
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3) El señalamiento del lugar o la forma para recibir notificaciones;

4) La promesa formal del imputado de presentarse a las citaciones.

Art. 233.- Internamiento. A solicitud del ministerio público, el juez puede orde-
nar el internamiento del imputado en un centro de salud mental, previa compro-
bación, por dictamen pericial, de que sufre una grave alteración o insuficiencia de 
sus facultades mentales que lo tornan peligroso para sí o para terceros, siempre 
que medien las mismas condiciones que para aplicar la prisión preventiva.

Art. 234.- Prisión preventiva. Además de las circunstancias generales exigibles 
para la imposición de las medidas de coerción, la prisión preventiva sólo es apli-
cable cuando no pueda evitarse razonablemente la fuga del imputado mediante 
la imposición de una o varias de aquellas que resulten menos gravosas para su 
persona.

No puede ordenarse la prisión preventiva de una persona mayor de setenta años, 
si se estima que, en caso de condena, no le es imponible una pena mayor a 
cinco años de privación de libertad. Tampoco procede ordenarla en perjuicio de         
mujeres embarazadas, de madres durante la lactancia o de personas afectadas 
por una enfermedad grave y terminal.

Art. 235.- Garantía. La garantía es presentada por el imputado u otra perso-
na mediante el depósito de dinero, valores, con el otorgamiento de prendas o           
hipotecas sobre bienes libres de gravámenes, con una póliza con cargo a una 
empresa de seguros dedicada a este tipo de actividades comerciales, con la en-
trega de bienes, o la fianza solidaria de una o más personas solventes.

Al decidir sobre la garantía, el juez fija el monto, la modalidad de la prestación y 
aprecia su idoneidad. En ningún caso fija una garantía excesiva ni de imposible 
cumplimiento en atención a los recursos económicos del imputado.

El juez hace la estimación de modo que constituya un motivo eficaz para que el 
imputado se abstenga de incumplir sus obligaciones.

El imputado y el garante pueden sustituirla por otra equivalente, previa autori-
zación del juez.

Art. 236.- Ejecución de la garantía. Cuando se declare la rebeldía del imputado 
o cuando éste se sustraiga a la ejecución de la pena, el juez concede un plazo 
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de entre quince a cuarenticinco días al garante para que lo presente y le advertirá 
que si no lo hace o no justifica la incomparecencia, se procederá a la ejecución 
de la garantía. Vencido el plazo otorgado, el juez dispone, según el caso, la eje-
cución en perjuicio del garante o la venta en pública subasta de los bienes dados 
en prenda o de los hipotecados, sin necesidad de embargo inmobiliario previo.

Art. 237.- Cancelación de la garantía. La garantía debe ser cancelada y devuel-
tos los bienes afectados a la garantía, más los intereses generados, siempre que 
no haya sido ejecutada con anterioridad, cuando:

1) Se revoque la decisión que la acuerda;

2) Se dicte el archivo o la absolución;

3) El imputado se someta a la ejecución de la pena o ella no deba ejecutarse.

CAPÍTULO III:
REVISIÓN DE LAS MEDIDAS DE COERCIÓN

Art. 238.- Revisión. Salvo lo dispuesto especialmente para la prisión preventiva, 
el juez, en cualquier estado del procedimiento, a solicitud de parte, o de oficio 
en beneficio del imputado, revisa, sustituye, modifica o hace cesar las medidas 
de coerción por resolución motivada, cuando así lo determine la variación de las 
condiciones que en su momento las justificaron.

En todo caso, previo a la adopción de la resolución, el secretario notifica la solici-
tud o la decisión de revisar la medida a todas las partes intervinientes para que 
formulen sus observaciones en el término de cuarentiocho horas, transcurrido el 
cual el juez decide.

Art. 239.- Revisión obligatoria de la prisión preventiva. Cada tres meses, sin 
perjuicio de aquellas oportunidades en que se dispone expresamente, el juez o 
tribunal competente examina los presupuestos de la prisión preventiva y, según 
el caso, ordena su continuación, modificación, sustitución por otra medida o la 
libertad del imputado.

La revisión se produce en audiencia oral con citación a todas las partes y el juez 
decide inmediatamente en presencia de las que asistan. Si compete a un tribunal 
colegiado, decide el presidente.
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El cómputo del término se interrumpe en los plazos previstos en el artículo             
siguiente o en caso de recurso contra esta decisión, comenzándose a contar 
íntegramente a partir de la decisión respectiva.

Art. 240.- Revisión a pedido del imputado. El imputado y su defensor pueden 
provocar la revisión de la prisión preventiva que le haya sido impuesta, en cual-
quier momento del procedimiento. La audiencia prevista en el artículo anterior se 
lleva a cabo dentro de las cuarentiocho horas contadas a partir de la presentación 
de la solicitud.

Al revisarse la prisión preventiva el juez toma en consideración, especialmente, la 
subsistencia de los presupuestos que sirvieron de base a su adopción.

Art. 241.- Cese de la prisión preventiva. La prisión preventiva finaliza cuando:

1)  Nuevos elementos demuestren que no concurren las razones que la moti-
varon o tornen conveniente su sustitución por otra medida;

2) Su duración supere o equivalga a la cuantía mínima de la pena imponible, 
considerándose incluso la aplicación de las reglas relativas al perdón judicial 
o a la libertad condicional;

3) Su duración exceda de doce meses;

4) Se agraven las condiciones carcelarias de modo que la prisión preventiva 
se convierta en una forma de castigo anticipado o trato cruel, inhumano o 
degradante.

Art. 242.- Prórroga del plazo de la prisión preventiva.  Si el fallo ha sido re-
currido por parte del imputado o del ministerio público en su favor, el plazo del 
artículo anterior puede prorrogarse por seis meses. Vencido ese plazo, no se 
puede acordar una nueva ampliación del tiempo de la prisión preventiva.




